El Gran Miedo Minero del Perú
A altas horas de la noche y después de un largo día de trabajo, un limeño se sienta frente su televisor y observa las noticias. Entre la variedad de notas, como los deportes, los chismes del espectáculo, las policiales y otras banalidades, se encuentra con las noticias de carácter político. Abundan las protestas, los conflictos sociales, las cortinas de humo y la corrupción. El televidente, inoperante desde una cómoda posición en su mueble ignora o quiere ignorar la magnitud de los acontecimientos que se dan paralelamente a su relajada siesta. Frente a sus ojos, que permanecen inmutables, se proyectan imágenes de muertes, de líderes comunales, de una que otra ONG, de políticos que excusan sus errores y que exaltan sus aciertos, de conflictos que se pudieron evitar y de desastres que se podrían prevenir. Se sirve una taza de té y disfruta de los comerciales. Mientras tanto en el interior, en las provincias, se está generando un sentimiento anti – capital, producto de muchos factores, entre los que contamos la desinformación, la indignación y los intereses políticos y económicos.
Hay un rumor, parecido al que se presentó durante la Revolución Francesa, el Gran Miedo hace presa de las personas, las domina y las impulsa a tomar el curso de la historia en sus manos, en sus armas, la población actúa ante el supuesto enemigo, ahora conocido como la empresa privada y se produce la catástrofe. La fuerza policial no puede contener a la multitud que grita sus justas o inverosímiles reivindicaciones ante la autoridad. Se producen bloqueos, enfrentamientos, heridos, muertes y detenidos. La desconfianza se manifestó en su más terrible forma: la violencia. Ante la impotencia de no saber qué hacer ni a quién acudir, el impulso de muerte y el temor a lo desconocido se suman y dan como resultado la anomia, muchas veces de una región entera.
Los párrafos precedentes parecen extraídos de una novela socialista, pero siendo objetivos y ciñéndonos a lo que cualquier persona puede ver desde cualquier punto donde opere una pantalla, vemos que es lo que precisamente está sucediendo en el Perú. Obviamente el Gran Miedo que se dio en el contexto de la Revolución Francesa resulta diferente al de la realidad peruana, pero sí hay que resaltar una variable que une estos dos contextos, el temor. Al igual que durante el Gran Miedo, las poblaciones marginadas del desarrollo y de sus inherentes beneficios actúan con violencia ante lo desconocido o ante lo ya conocido que les ha perjudicado, peor aún cuando su Estado no actúa a la altura de los acontecimientos, o cuando simplemente nadie les ha dicho que sucede o qué les va a suceder ante la inversión que está a punto de llegar a su comunidad o pueblo. 

Generalmente se producen protestas que no son escuchadas hasta que se vuelven incontrolables y se pretenden solucionar cuando es demasiado tarde. Es por esto que a pesar de haber alcanzado el Grado de Inversión, es difícil atraer inversionistas por la ingente cantidad de conflictos latentes y activos extendidos por todo el territorio nacional. Para ilustrar esta idea, el presente ensayo se propone demostrar que gran parte de los conflictos sociales en el Perú se producen por el temor, pero como el tema es amplío y por ende su análisis, la atención se dirigirá a  los conflictos socioambientales mineros, y se utilizarán como materia prima los Reportes de Conflictos Sociales que mensualmente publica la Defensoría del Pueblo tomando como límites temporales el mes de enero del 2009 al mismo mes del 2010.
Se eligió el tema de los conflictos socioambientales mineros, porque al ser la minería una industria de interés nacional, las autoridades están en la obligación de conciliar varios temas al parecer irreconciliables: la inversión minera, la contaminación, la protección del medio ambiente, la salud pública, las comunidades campesinas, los actores sociales, la opinión pública, etc. Ardua labor que, tal y como se sostendrá en el desarrollo de las líneas posteriores, podría verse aliviada si se emprendiesen campañas conjuntas de información entre el Estado, las empresas mineras, las comunidades y los medios de comunicación, aunque la política haga también lo suyo. Así evitaríamos que aquel capitalino, irreflexivo ante las imágenes televisivas, continúe con un panecillo, mientras que en las alturas de los Andes un grito de agua y justicia se expande entre las quebradas desde el fondo de un socavón, allí donde la vida es oscura y el aire envenenado, allí donde se produce la principal riqueza del Perú, el metal, el cual hace funcionar los contaminantes motores del país entero. ¿Hay que pagar tan alto precio? Nos parece que no.
Crónica de una reubicación anunciada: Cerro de Pasco
Al escuchar en algún noticiero que una ciudad entera, con alrededor de 11 mil familias que la habitan va a ser reubicada por efectos (o defectos) de la actividad minera, el oyente citadino debería entrar en un estado de asombro, pero en la realidad esto no sucede debido a que el ciudadano promedio en el Perú, que no es un asiduo lector, no se entera de la terrible problemática en la que viven los pobladores de esta ciudad ni el impacto de reubicar a tantas personas.
Se nos plantea una pregunta: ¿Qué tuvo que pasar para que se produjera este escenario? Las respuestas son muchas, entre las que destacan, primero, que la población de Cerro de Pasco vive en un entorno completamente corrosivo de la salud; segundo, que el metal se halla debajo de su ciudad, y; tercero, que la minería es una industria de interés nacional. A través de la historia esta ciudad ha sido y por lo visto seguirá siendo un atrayente foco de explotación de recursos, lo cual debió ser beneficioso para los que la habitan, aunque la realidad a veces pareciera todo lo contrario a lo razonablemente correcto. Frente a este panorama apocalíptico el Estado decidió reubicar la ciudad (de nuevo), lo cual se va a realizar indefectiblemente.
¿Qué hacer para no repetir el caso de Cerro de Pasco? Es una pregunta compleja pero no incontestable, puede prevenirse y hasta cierto punto subsanarse. La minería a tajo abierto cuando produce contaminación perversa y desconsiderada del medio ambiente es un delito, hay toda una legislación vigente detrás que norma esta actividad desde la etapa de exploración hasta el cierre de la mina. El punto está en que a veces no se respetan las leyes y peor aún, no se las hace respetar. Es así que se producen conflictos entre la población, el Estado y la empresa privada, los cuales están motivados por intereses económicos que muchas veces van en desmedro de la salud pública, del medio ambiente, del desarrollo sostenible y del progreso de las comunidades campesinas; fomentando el atraso, el subdesarrollo, las enfermedades y el descontento social.

Cerro de Pasco es un ejemplo de lo que no debería ser la minería en el Perú, de lo que no se debería hacer y de lo que no debería suceder en un país verdaderamente democrático y con aspiraciones primermundistas, aunque esta última palabra sólo sea parte de los discursos y declaraciones políticas en general. Con este antecedente (y otros que podríamos citar) llega el momento de las decisiones, ¿el Estado peruano debe hacer caso de la recomendación de la OIT, es decir, debe suspender las actividades de exploración y explotación de recursos naturales si estas afectan a las comunidades campesinas e indígenas?, ¿es justo trasladar a las poblaciones de sus lugares de origen y modificar la Ley de Desplazamientos Internos para proceder con mayor celeridad ante este tipo de situaciones?, ¿hasta qué punto, independientemente de la legalidad, es legítimo exponer a determinadas poblaciones ante este tipo de situaciones, teniendo en cuenta el daño no solo a nivel de la salud, sino moral, psicológico y cultural?
La situación de los pasivos ambientales en Cerro de Pasco nos hace pensar en una inmensa montaña dorada rodeada de hediondos paisajes, en la cual penetramos en épocas coloniales escudados por nuestra mentalidad mercantilista, cuando esta hacía presa de nuestros primarios intereses, pero ya en siglo XXI el reto es romper esa barrera mental e intentar alcanzar la cima, quizá escalando poco a poco podremos llegar a ella.
las Imágenes borrosas del desarrollo

Un habitante del Cusco oye la misma noticia, se aproxima a su ventana, la limpia debido a que se encuentra impregnada de residuos sólidos y dirige su mirada hacia la montaña, logra divisarla a lo lejos, se lava las manos y el rostro y procede a cenar con su familia. La mujer le pregunta algo en quechua y él no le responde, se encuentra con una infección a los pulmones producto de la polución derivada de la mina. El hombre se levanta, se despide con un resignado beso de su esposa, de sus dos hijos y se retira. Coge su casco, su pico, una linterna y una artesanal cantimplora, hecha con la piel de algún animal andino y se dirige a la mina, es su sustento y tiene que ir. La misma escena se repite miles de veces en Cajamarca, Puno, Ancash, Lima y en otras ciudades y pueblos del territorio nacional desde tiempos coloniales.
Es innegable que la minería es fuente de trabajo y de ingresos al tesoro nacional, pero a la vez también es innegable que afecta duramente muchos aspectos de la vida natural y social del Perú. Muchas veces, ciudadanos como aquel cusqueño que se cita en las líneas anteriores se levantan indignados y se lanzan en una cruzada moderna defendiendo lo que según las leyes del país son sus derechos, que dicho sea de paso, el propio Estado debería garantizar, pero al ver que a lo largo de su historia, ese Estado que debería protegerlos los ha tenido continuamente postergados y en otros casos completamente olvidados toman el control de la situación y deciden proceder por cuenta propia. 
Lo curioso es que a pesar de los esfuerzos del Estado peruano no se logra apagar la mecha de aquel polvorín llamado Perú, su desprestigio, su burocracia y a veces la percepción de que no actúa acorde con el bienestar general de la población, con leyes que contradicen los principios constitucionales y los tratados internacionales, producen que las poblaciones afectadas (o con temor de serlo en algún momento) tomen como coloquialmente se dice el toro por las astas. Ante esta situación, el temor a una posible afectación ambiental juega un papel crucial en el nacimiento de los conflictos sociales, y lo que es más preocupante, que año a año va en aumento. Por ejemplo, al observar las causas que producen los conflictos socioambientales al mes de enero del 2009 notamos que las cifras dan como principal causa al Temor a una posible afectación ambiental con 39 casos (Cuadro 1), mientras que ya en el año 2010, al mismo mes se presentan 67 (Cuadro 2).
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(Cuadro 1) Causas de los conflictos sociales según el Reporte de Conflictos Sociales de enero del 2009 de la Defensoría del Pueblo (Pág. 43).
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(Cuadro 2) Causas de los conflictos sociales según el Reporte de Conflictos Sociales de enero del 2010 de la Defensoría del Pueblo (Pág. 51).

¿Es producto de la casualidad que estas cifras sigan en sustancial aumento? Obviamente que no, la razón es que siguen los mismos problemas y cada vez se intensifican más. Si bien en los artículos I y IV del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente se establece que toda persona tiene el derecho irrenunciable a vivir en un ambiente saludable y que toda persona tiene el derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva, ante las entidades administrativas y jurisdiccionales, en defensa del ambiente y de sus componentes, velando por la debida protección de la salud de las personas en forma individual y colectiva, la conservación de la diversidad biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, así como la conservación del patrimonio cultural vinculado a aquellos, no siempre se da por el hecho de que en ocasiones los trámites y los canales de comunicación con las autoridades administrativas estatales se encuentran limitados por diversos motivos, entre ellos el desinterés, la ineficacia, la falta de sensibilidad social, la carga administrativa y en el peor de los casos, la corrupción de funcionarios.
Este significativo aumento de casos, es sólo una prueba de que algo anda mal en la administración pública y en el actuar de las grandes empresas mineras, de la pequeña minería y de la minería artesanal.

LA EVOLUCIÓN DEL MIEDO BRUTO INTERNO PERUANO
Como todo fenómeno social, este denominado Temor que existe en la población tiene causas que cualquier observador pertinente puede notar. Entre las principales que aquí se han identificado encontramos las siguientes:

· El tradicional manejo de los recursos naturales en todo el territorio nacional;
· El descuido histórico de las poblaciones indígenas y amazónicas;

· La falta de una legislación acorde con la realidad pluricultural peruana;

· La falta de responsabilidad social de las empresas;

· La inexistencia de una política seria de educación ambiental;

· La casi nula difusión de la información con respecto al tema minero;

· Las continuas noticias acerca de actos de corrupción; etc.

Las causas enumeradas son solamente la punta del iceberg de todo un gran conglomerado que resultaría importuno citar para nuestros fines. Nótese que la falta de una cultura de difusión de la información a la cual todo ciudadano tiene derecho va en contra de lo establecido en muchas leyes. Para citar un solo ejemplo de lo dicho, en el proceso de elaborar un Estudio de Impacto Ambiental (EIA) hay que pasar por una serie de momentos, en uno de los cuales la empresa debe incorporar la percepción y la opinión de la población potencialmente afectada o beneficiada con la acción (Art. 13º de la Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental), el detalle es que en repetidas ocasiones se pasan por alto estas observaciones y el asunto se resuelve a puertas cerradas, procediendo en contra de los principios de participación ciudadana. Es aquí cuando las autoridades deben responder y demostrar para qué han sido elegidas, exigiendo de parte de las empresas su colaboración y llevando a cabo campañas de información no sólo en la comunidad sino para la opinión pública en general, ya que a veces el grito de un solo ahogado no se compara con el estruendoso alboroto de un naufragio.
Generalmente las protestas atomizadas no llaman la atención hasta que se comienzan a contar los muertos y heridos, policías y civiles. Si hubiera más información, no habría tanto desconcierto, y si el problema pasa porque las personas afectadas disponen de mucha y les parece perjudicial, mucho mejor aún, ya que así se podrán tomar las medidas preventivas correspondientes y los casos de conflictos socioambientales no tendrían que seguir subiendo tal y como lo hace la lava en un volcán a punto de hacer erupción, tal y como se demuestra en el siguiente gráfico donde se aprecia la evolución de la variable Temor a una posible afectación ambiental.
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Cuadro (3) Evolución del Temor de las poblaciones a sufrir un tipo de afectación ambiental – Desde enero del 2009 hasta enero del 2010

Otra causa que faltó enumerar pero que está implícita con el tradicional manejo de los recursos naturales en todo el territorio nacional, son los antecedentes de las actividades extractivas en el Perú, que dejan mucho que desear. Pero lo más penoso es que si algún curioso revisa los periódicos limeños se dará cuenta de que el tema minero ambiental y los problemas sociales que derivan de esta actividad son prácticamente nulos. ¿Acaso no se quiere exhibir la verdadera realidad?, ¿es que existen presiones de grupos económicos para amordazar a los medios de comunicación?, ¿o sencillamente no se toma conciencia del problema y de sus consecuencias no sólo a nivel comunal o regional, sino a nivel nacional? Esta situación podría llevar al país por caminos insospechados, al atraso económico y moral, y lo que es peor, se manifestaría en la elección de las autoridades, llevando al sillón distrital, regional o presidencial a propuestas políticas que se asienten en el populismo y la irresponsabilidad. 

Si bien la actividad minera (Gran y Mediana Minería, Pequeña Minería y Minería Artesanal) es la culpable del desastroso deterioro del equilibrio ecológico, de las enfermedades que sufren las poblaciones aledañas, de incumplir constantemente con los compromisos que acuerdan con las autoridades representativas de las comunidades y del gobierno, de no actualizar sus Programas de Adecuación y Manejo Ambiental (PAMA), y de no formalizarse y pagar impuestos, debe haber personas capacitadas que hagan prevalecer las leyes, la justicia social, el uso sostenible de los recursos y lo principal, la democracia en todos los niveles de la estructura social.
LOS sans – CULOTTES  ANDINOS

Al lado de la reja un niño sin zapatos ve a su hermano, un joven de 20 años sin estudios secundarios y que se dedica a la agricultura, único sustento para ambos, su padre murió en un accidente trabajando en la mina del pueblo, al niño no le interesa si la mina es de una empresa peruana o extranjera, el problema que tiene con ella es que le arrebató a su padre e hizo que su madre lo abandonara por falta de recursos económicos. El niño, cusqueño, a sus cortos nueve años odia la mina porque además de destruir a su extremadamente pobre familia le está secando la acequia de la que extrae el agua para regar sus cultivos. Su hermano, iracundo e impotente ataca la reja, la patea, grita frases insultantes hacia el otro lado de la misma, la cual marca el límite de la minera del pueblo, una gran y respetable empresa.
Esta dramática escena andina no tiene que ser una constante olvidada de nuestros libros de historia. Los más pobres, según algunas opiniones protestan por ignorancia, pero la pregunta problemática de este apartado es ¿protestan los pobres por ignorancia o porque realmente son duramente afectados en los niveles socioambientales? Según la percepción de la población del área urbana, educada y de costumbres citadinas, los problemas que no afectan su localidad no tienen que ver con ellos, pero si no se realizan reformas en la prevención y resolución de este tipo de conflictos podríamos enfrentarnos con problemas realmente duros de resolver. Para responder a esta interrogante tenemos que ir a los datos. Veámoslos.

A comienzos del año 2009 la proporción de conflictos socioambientales con respecto a al entorno económico en que se produjeron fue la siguiente:
[image: image7.emf]

(Cuadro 4) Condiciones sociales de los conflictos socioambientales según el Reporte de Conflictos Sociales de enero del 2009 de la Defensoría del Pueblo (Pág. 44).
Ahora veamos el mismo cuadro pero para comienzos del 2010, mes de enero:



(Cuadro 5) Características socioeconómicas de los conflictos socioambientales según el Reporte de Conflictos Sociales de enero del 2010 de la Defensoría del Pueblo (Pág. 44).

La diferencia es evidente, del 14% en enero del 2009 y estando en último lugar con respecto a los no pobres, a los pobres y a los muy pobres, los pobres extremos son depositarios del 48% y pasaron a ocupar el primer lugar, es decir, a ser el sector económico con más frecuencia de conflictos socioambientales. Una situación preocupante e injusta ya que los pobres extremos, que no tienen acceso a educación, a servicios básicos, que son víctimas de la mortalidad y la desnutrición infantil, que tienen muy pocas posibilidades de ascenso en la pirámide social, tienen otro obstáculo, los conflictos sociales.
Veamos ahora, la evolución de este fenómeno en trece meses:
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(Cuadro 6) Evolución de los pobres extremos como afectados por los conflictos socioambientales.

Aclaremos que todos estos conflictos no son necesariamente producto de la actividad minera, pero teniendo en cuenta que para enero del 2010 el 64% de los conflictos socioambientales corresponden a esta actividad y leyendo los Informes de la Defensoría concluimos que la mayoría de ellos están directamente relacionados con la minería. 
En conclusión, los pobres extremos, estos metafóricamente llamados sans culottes andinos, están presentes en la mayoría de los casos donde existen conflictos socioambientales, y muchos de ellos con relación a conflictos mineros. Las acciones de la sociedad civil y de las comunidades campesinas se hacen sentir, al igual que las medidas represivas producto de la mala administración y gestión de los recursos naturales, que en ocasiones actúa en desmedro de los ciudadanos propietarios de tierras comunales que habitan muy lejos de la ciudad. Según lo que indica el artículo 151º de la Ley General del Ambiente es deber del Estado fomentar el conocimiento y uso de los medios de resolución y gestión de conflictos ambientales, como el arbitraje, la conciliación, mediación, concertación, mesas de concertación, facilitación entre otras, promoviendo la transmisión de conocimientos, el desarrollo de habilidades y destrezas y la formación de valores democráticos y de paz, además de promover la inclusión de esta temática en los currículos escolares y universitarios. Entonces, si seguimos este enunciado, el Estado debe gestionar sus recursos de tal manera que las estadísticas del conflicto en el Perú encuentren un punto de inflexión y que desciendan, y no que la meseta que se dibuja en los diferentes cuadros de medición se mantengan en alto y con tendencia a subir en los próximos años.
La lógica de poder de la que todos los seres humanos somos presas se encuentra contenida por el marco legislativo nacional y esto se aplica a todos los niveles de organización, es por eso que aunque existan las leyes se debe continuamente sensibilizar informando y procediendo con el actuar correcto, principalmente de las autoridades del aparato estatal y haciendo que las empresas mineras y los mineros informales tomen conciencia de la magnitud de su proceder en materia socioambiental.
VÍCTIMAS Y VICTIMARIOS 
El Gerente General y el Jefe de Relaciones Comunitarias de la mina del pueblo sostienen una reunión en la que se preguntan qué están haciendo mal, por qué la gente protesta si están cumpliendo con los compromisos pactados. Entra el joven de 20 años, reclama por la muerte de su padre una indemnización económica y obtiene una respuesta positiva, además les informa que su actividad extractiva está secando su acequia, a lo que le ofrecen trabajo. Él acepta y se suma a los demás trabajadores, su hermano, aquel niño de nueve años crece y se hace profesional, ahora es Ingeniero de Minas, pero con un detalle que lo hace especial, posee lo que se conoce como sensibilidad social.
Parece una paradoja que la actividad minera posea estos matices, por un lado algunas empresas hacen lo correcto y otras, por maximizar sus ingresos e incrementar su productividad cometen actos contra el bienestar de los pueblos y del medio ambiente en general. Es deber del Estado y de la sociedad civil en conjunto que se hagan respetar los derechos de las personas y que se cumplan los deberes de los inversionistas, tanto nacionales como extranjeros, porque tanto la minería formal como la informal producen inmensas cantidades de materiales contaminantes del suelo, del aire y del agua, que a su vez derivan en violentos conflictos. Si bien la Gran Minería es la que ocasiona más conflictos, la Mediana, la Pequeña y la Artesanal también aportan su cuota a las estadísticas. Pero lo que sí llama la atención es que las actividades de las grandes empresas mineras son las que están generando progresivamente mayores situaciones conflictivas. Por ejemplo, en los cuadros (7) y (8) comparamos la frecuencia de conflictos por el tamaño de las empresas mineras de enero del 2009 y de enero del 2010 y vemos que la Gran Minería, en ilógica proporción con su desmedido crecimiento (al cual se le quiere aplicar un impuesto a las sobreganancias) es la que acumula el mayor número de conflictos:


(Cuadro 7) Conflictos socioambientales por actividades extractivas, según tamaño, Perú, enero 2009 (%) según el Reporte de Conflictos Sociales de enero del 2009 de la Defensoría del Pueblo (Pág. 46).


(Cuadro 8) Características de los conflictos socioambientales por actividad extractiva según el Reporte de Conflictos Sociales de enero del 2010 de la Defensoría del Pueblo (Pág. 54).
Ante este panorama nada esperanzador las grandes empresas mineras deben, en primer lugar, tal y como dice textualmente el artículo 147º de la Ley General del Ambiente, reparar el daño ambiental consistente en el restablecimiento de la situación anterior al hecho lesivo al ambiente o sus componentes, y de la indemnización económica del mismo y de no ser técnica ni materialmente posible el restablecimiento, el juez deberá prever la realización de otras tareas de recomposición o mejoramiento del ambiente o de los elementos afectados, y; en segundo lugar, deben actuar con transparencia en sus actos administrativos que tengan que ver con la actividad pública, tales como la salud, la protección del medio ambiente y poner todos los recursos disponibles para actuar con prudencia y justicia en caso de que se presenten conflictos con las poblaciones.

Por otro lado, el Estado peruano debe ser el paladín de la legalidad, debe actuar con discreción y con mucha responsabilidad, además de ajustar su legislación para que comulgue con la diversidad cultural que posee el Perú y por último debe informar a la población, debe fomentar la difusión de estos temas tan delicados, por el simple hecho de que está en juego la vida, la salud y la propiedad de miles de personas que constantemente están luchando por diferentes motivos.
Para finalizar está la relación entre los medios de comunicación y las poblaciones. Eventualmente se acusan a algunos medios de comunicación, como radios, televisoras y periódicos, de ser los que fomentan los disturbios. Si bien es cierto que la verdad debe prevalecer y que no debe temblar la pluma a la hora de denunciar algún delito, los medios informativos tienen la responsabilidad de informar a la población de manera correcta, y no exaltando los ánimos hasta que enciendan la chispa detonante. La libertad de expresión implica no sólo libertad, sino también responsabilidad de parte del comunicador que está detrás del micrófono. Se debe apelar al diálogo y a la concertación, pero deben comprometerse todos, empresarios, comuneros, autoridades regionales, ministerios y medios de comunicación para que nuestro país continúe creciendo y que estas poblaciones, históricamente olvidadas y explotadas, se inserten en el camino del crecimiento económico. Las cartas están sobre la mesa, ¿quién será el primero en jugar? Esperemos que nuestro Estado predique con el ejemplo.
QUINIENTOS AÑOS DE SOLEDAD


Aquel niño cusqueño que se hizo ingeniero de minas, estando ya anciano y recordando su entrañable pueblo decide visitarlo por última vez, hace treinta años que no regresaba. Cuando llega observa que en el lugar en que se encontraba su pueblo hay un inmenso cráter producto de la extracción, recordó a su hermano que trabajó para que él estudiase, a su padre que murió en aquel fatídico accidente y a su madre que lo abandonó, aún así no tenía rencores visibles en su alma. Pero en el fondo de su corazón tenía sentimientos encontrados con respecto a la mina, porque por más que se había esforzado en su vida profesional vivió con el dilema moral de que es necesario mantener las minas operativas aunque estas contaminasen, sí, se debe paliar el daño responsablemente, pero no pueden cerrarlas. El anciano murió de cáncer pulmonar producto de las constantes exposiciones a los gases venenosos que emana la tierra en las profundidades.

Mientras tanto en la capital de la República, el hijo de nuestro desconsiderado televidente del inicio de este relato, ya adulto, siguiendo el ejemplo de su padre, continúa observando la pantalla de su televisión sin darse cuenta de que los Andes están ardiendo, sin saber que hay más de 260 conflictos sociales en su país. Coge su control remoto, fuma un cigarrillo y oye tras su puerta un griterío infernal, por sus ventanas penetran gases lacrimógenos, se asoma con dificultad a la puerta y ante él hay cientos de personas protestando. Es el grito de los Andes materializado en su gente, son aquellos sans culottes andinos que se levantaron y tomaron las calles de la capital buscando hacer sentir su indignación a los indiferentes transeúntes y vecinos del Centro Histórico de Lima. Esperan respuestas y soluciones, alguien se las dará, algún día.

Los conflictos socioambientales mineros pueden evitarse, el daño ambiental puede resarcirse, pero la vida de nuestras comunidades, herederas de las tradiciones andinas más antiguas no están en juego. La irresponsabilidad y el miedo deben desaparecer, informando, protegiendo y actuando con justicia y equidad, sólo así en el futuro esa montaña de oro que sostiene nuestro territorio no será un recuerdo de la riqueza que tuvimos y que no supimos explotar, sino que será una imagen de que el Perú pudo ser un país verdaderamente democrático y justo para todos sus habitantes.
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